

SENTENCIA NÚMERO: CUARENTA
En la ciudad de Córdoba, a los diecinueve días del mes de abril de dos mil diecisiete, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "OYOLA, DIEGO FERNANDO C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 1388106), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y Carlos Francisco García Allocco.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LOS SEÑORES VOCALES DOCTORES DOMINGO JUAN SESIN Y SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJERON:

1.- La parte actora interpuso recurso de casación (fs. 63/66), en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento veintitrés, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el treinta y uno de marzo de dos mil catorce (fs. 60/62), mediante el cual se resolvió: "1.- Hacer lugar a la excepción de incompetencia del tribunal opuesta por la demandada. 2.- Imponer las costas por su orden…".

2.- En aquella Sede el procedimiento se cumplió con la intervención de la parte demandada, quien a fojas 71/74 evacuó el traslado corrido a fojas 70, y solicitó se rechace el recurso de casación, con costas.

3.- El recurso fue concedido por la Cámara a quo mediante el Auto Interlocutorio Número Cuatrocientos setenta y cuatro de fecha tres de agosto de dos mil quince, por las causales previstas en el artículo 45 incisos a) y b) de la Ley 7182 (fs. 79/80vta.), se elevaron los autos a este Tribunal (fs. 83) y se dió intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 84), evacuándolo el Señor Fiscal Adjunto a fojas 85/87vta., expidiéndose en sentido adverso a la procedencia de la impugnación intentada (Dictamen CA N° 999 de fecha 21 de septiembre de 2015).

4.- La censura admite el siguiente compendio:

4.1.- Con base en el motivo sustancial de casación (artículo 45 inciso a) de la Ley 7182), el recurrente denuncia que el Tribunal a quo incurrió en una errónea aplicación de la ley sustantiva y de la doctrina legal, al entender -por mayoría- que no estaban satisfechos los extremos del artículo 8 de la Ley 7182 para ejercer la acción y, en consecuencia, decidió admitir la excepción de incompetencia planteada.
Entiende que, si bien interpuso un escrito bajo el título recurso de reconsideración en contra del Decreto Número 3146 del veintiocho de junio de dos mil siete, la demandada al resolverlo -Decreto Número 7102-, lo consideró como un reclamo administrativo o petición.
Añade que ante el rechazo de su reclamo, no tuvo otra opción que interponer un recurso de reconsideración, luego del cual, planteó la demanda contencioso administrativa en tiempo y forma.
Manifiesta que no es cierto que el acto administrativo cuestionado se encontraba firme sino que por el contrario, con ajuste al trámite impuesto por la demandada, efectuó la presentación pertinente en tiempo y forma y, de esta manera, evitó dejar firme esa decisión ilegítima.
Alega que si la demandada -que tiene a su cargo la dirección del procedimiento- le dio a su presentación el carácter de reclamo, no le quedó más opción que efectuar las presentaciones que correspondían y que ello no fue considerado por el Tribunal a quo. Cita los artículos 7 de la Ley 6658 y 176 de la Constitución Provincial.
Considera que fue arbitrario, infundado e ilegítimo que se hiciera lugar a la excepción de incompetencia opuesta por la demandada porque se obviaron normas directamente aplicables al caso, que disponen la oficiosidad del trámite administrativo y la informalidad en favor de los administrados y que justifican el correcto agotamiento de la vía administrativa realizado.

Indica que la demandada decidió dar carácter de reclamo a la presentación por él efectuada.
Entiende que la manera en que se pronunció el Tribunal a quo significa una inobservancia o errónea aplicación normativa que habilita la causal de casación que se invoca, por lo que solicita se conceda el presente recurso a los fines de su consideración por el Superior, se rechace la excepción y se permita la tramitación de la demanda iniciada en tiempo y forma.
4.2.- Con sustento en idéntico motivo casatorio, aduce que la resolución adoptada lo agravia ya que ningún Tribunal podrá avocarse respecto del fondo de la cuestión lo que afecta gravemente, en forma arbitraria e ilegítima, el derecho de acceso a la justicia (arts. 18 y 33 de la Constitución Nacional y 8 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos).
Estima que el recurso de casación resulta procedente en tanto se incurrió en una errónea aplicación de la ley cuando se interpretó que el caso no integra la competencia del Tribunal, siendo que fue la propia accionada quien direccionó el trámite administrativo.
4.3.- Con base en el motivo formal de casación (artículo 45 inciso b) de la Ley 7182), la recurrente denuncia un quebrantamiento de las formas sustanciales establecidas para el procedimiento o la sentencia.
Señala que es errónea la afirmación de que la demanda resultó extemporánea por caducidad; opina que ello resulta contrario a las constancias de la causa y a la normativa aplicable al caso.

Explica que ante el dictado del Decreto Número 7102/2001 que resolvió no hacer lugar a su solicitud, interpuso el recurso de reconsideración y luego, frente al rechazo de éste mediante el Decreto Número 3005/2012, planteó en tiempo y forma la demanda agotando la vía administrativa ya que no había ningún plazo vencido.
Explica que la demandada modificó su criterio porque de oficio trató su planteo como solicitud y luego, rechazó el recurso de reconsideración por improcedente e inoficioso, al considerar que aquél había sido un recurso y no un reclamo.
Denuncia que la solución adoptada por el Tribunal a quo no se compadece con las constancias de autos, con el obrar de la demandada ni con la normativa aplicable, razón por la cual la admisión de la excepción de incompetencia resulta infundada e irrazonable.
Precisa que es de suma gravedad que el Tribunal a quo, para la imposición de las costas, haya considerado que la Administración lo indujo a obrar de la manera en que lo hizo siendo que tal circunstancia no fue así valorada en relación a la excepción de incompetencia que es a todas luces improcedente.
Apunta que la gravedad y ostensibilidad del vicio es tal que se debe casar el Auto impugnado, rechazarse la excepción y dar trámite a la demanda en la forma solicitada.
Agrega que no dejó firme acto alguno, que se sometió al trámite que la demandada dio a su petición y que fue por imperio de tal dirección, que agotó la vía administrativa impugnando todas y cada una de las decisiones adoptadas.
Señala que el Auto impugnado carece de sustento fáctico, jurídico y resulta violatorio de elementales derechos y garantías establecidas en las Constituciones Nacional y Provincial, lo que lo torna ilegítimo.
Opina que el principio del informalismo que rige en nuestro procedimiento administrativo (artículo 9 de la Ley 6658) tiene vigencia para la Administración y no para el administrado.
Adita que tal principio rige como una garantía del administrado para casos donde las presentaciones en Sede Administrativa hayan sido erróneamente denominadas, para tratarlas o resolverlas atendiendo a la dirección del proceso que les da la Administración y de acuerdo con el real y concreto contenido de la petición efectuada, sin importar la denominación.
Indica que el Tribunal a quo al resolver incurrió en una arbitrariedad, dado que permitió a la Administración tratar una petición como tal y luego como un recurso, colocando al administrado en una situación de indefensión contraria a los principios que rigen en el sistema de derecho administrativo.
Considera que debe revocarse la decisión adoptada porque la demandada trató el escrito presentado como un reclamo y en función de ello lo rechazó, en consecuencia no le quedó otra opción más que impugnar esa resolución e interponer el recurso previsto normativamente, de lo contrario no se habría agotado la vía administrativa.
Estima que es evidente que se vulneró la obligación establecida en el artículo 41 de la Constitución Provincial que dispone que toda resolución debe ser motivada, en consonancia con la garantía establecida en el artículo 18 ib., es decir, no se observaron las formas establecidas para la sentencia, tornándola nula por esta causal.
4.4.- Finalmente denuncia que los vicios señalados configuran una causal para la interposición del recurso extraordinario federal por arbitrariedad ya que, de acuerdo a la doctrina de la Corte, se dieron como fundamento pautas de excesiva latitud en sustitución de normas directamente aplicables y se sustentó el fallo en afirmaciones dogmáticas, que violan la garantía del debido proceso legal (arts. 18 y 33 de la Constitución Nacional). Cita Jurisprudencia.
Destaca que la Resolución impugnada vulnera el derecho a la jurisdicción, el principio de legalidad, de igualdad y el derecho de propiedad (artículos 14, 16, 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional).
Precisa que la Resolución resulta manifiestamente "arbitraria" en el sentido técnico jurídico que la Corte Suprema atribuye a esta expresión, por lo que corresponde que el Tribunal impida que se concrete y en consecuencia, rectifique la decisión adoptada para no provocar un mayor desgaste jurisdiccional, ante la ostensible y manifiesta arbitrariedad que se denuncia. Es por ello que deja planteada su inconstitucionalidad. 

Formula reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).
5.- A fojas 88 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 89/89vta.) deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

6.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, contra un acto que pone fin a la acción y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).

Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.

7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito hizo lugar a la excepción de incompetencia deducida por la demandada y, consecuentemente, al estimar que la demanda era extemporánea en tanto se excedieron los plazos establecidos para su interposición en el artículo 8 de la Ley 7182, no habilitó la instancia contencioso administrativa de plena jurisdicción.

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la parte actora.

8.- En primer término, es dable señalar que el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia por los motivos de derecho específicamente previstos en el ordenamiento procesal (art. 45 del C.P.C.A.), cuya fundamentación debe ser autónoma (art. 385, inc. 1° del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

A fin de cumplir dicho recaudo, el recurrente debe impugnar idóneamente los argumentos que respaldan el fallo y explicar en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar. La crítica aludida debe ser completa, pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el resolutorio que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. DE LA RÚA, Fernando, El Recurso de Casación, Bs. As. 1968, Editor Víctor P. de Zavalía, pág. 464).

Tales exigencias procuran comprender acabadamente el pensamiento impugnatorio y, según corresponda, aceptar o rechazar las objeciones formuladas (conf. doctrina de esta Sala Contencioso Administrativa sentada en: "Pedernera..." Auto Nro. 44/1993, "Linares..." Auto Nro. 57/1993, "Tolosa..." Auto Nro. 6/1995, entre muchos).

En suma, es un requisito de insoslayable cumplimiento para quien invoca un vicio in iudicando o in procedendo, la completa y acabada impugnación del pronunciamiento que ataca, en función del principio de especificidad que gobierna a los recursos extraordinarios.

9.- Con esa proyección y a fin de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa, es importante realizar un repaso de lo acontecido en la causa.

a) Mediante el Decreto Número 2271 de fecha quince de mayo de dos mil siete (ampliatorio del Decreto Número 670 del primero de marzo de dos mil siete y su modificatorio el Decreto Número 890 dictado el dieciséis de marzo de dos mil siete), la demandada llamó a concurso a fin de cubrir los cargos vacantes en distintas dependencias de la Administración Municipal.
b) Mediante el Decreto Número 3145 de fecha veintiocho de junio de dos mil siete           (cfr. Visto del Decreto Número 3146 del veintiocho de junio de dos mi siete, fol. 16 del Expte. Adm. SAC N° 1390593), vencido el plazo para impugnar y luego de corroborar que los requisitos de ingreso de los aspirantes se encontraban cumplidos (cfr. informe técnico de la Dirección de Recursos Humanos, fol. 16 del expte. adm. cit. y fs. 11 de autos), se aprobó lo actuado en el concurso y el orden de mérito establecido por el Tribunal, todo lo cual fue consentido por el actor.

c) Mediante el Decreto Número 3146 de fecha veintiocho de junio de dos mi siete (fols. 16/18 del Expte. Adm. SAC N° 1390593), se designó por concurso en la planta permanente -a partir del primero de julio de dos mil siete-, al personal incluido en el Anexo Único, entre quienes se menciona al actor (cfr. fols. 16/18 del expte. adm. cit. y fs. 11/13 de autos).

d) El treinta y uno de julio de dos mil siete (fols. 1/2 del expte. adm. cit. y fs. 14/15) el señor Diego Fernando Oyola formuló recurso de reconsideración, en el que solicitó la designación en la Categoría 12 -Agrupamiento técnico- Nivel 12 y el pago de las diferencias dejadas de percibir, todo con más intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago. En tal oportunidad expresó que el Decreto Número 3146 que lo designó por concurso en el Cargo 410 (Técnico Nivel 10), no tuvo en cuenta el título de "Técnico mecánico electricista" que había acompañado oportunamente. En consecuencia, estima que desde el momento en que se presentó al concurso, reunía las condiciones requeridas por el artículo 12 inciso a) de la Ordenanza Municipal Número 8023 "Escalafón del personal de la Administración Pública Municipal" para acceder al cargo solicitado, es decir, personal egresado de una escuela técnica oficial o reconocida por el Estado, con planes de estudio no inferior a cinco años. Agrega que sin embargo, el catorce de julio de dos mil diez la Administración Municipal lo designó en el Cargo 0411 -Técnico Nivel 11- (cfr. fs. 1vta. del Folio Único 84, Expte. Adm. SAC N° 1390593) mediante el Decreto Número 2592, sin llamar a concurso alguno.

e) El recurso de reconsideración planteado por el agente fue resuelto mediante el Decreto Número 7102 del siete de diciembre de dos mil once, donde la Administración luego de expresar que el actor consintió el orden de mérito establecido por el Tribunal de Concurso atento a que no interpuso recurso alguno y por ende aceptó el cargo asignado, dispuso no hacer lugar a la "solicitud" formulada (cfr. fols. 75/76 del expte. adm. cit.).

f) Con fecha cuatro de enero de dos mil doce, el actor planteó un nuevo recurso de reconsideración (cfr. Folio Único 84 con 5 fojas útiles, Expte. Adm. SAC N° 1390593), que luego fue ampliado mediante una nota presentada el veinte de enero de dos mil doce (fols. 87/87vta., expte. adm. citado), en el entendimiento de que el recurso anterior había sido tratado por la Administración como un reclamo administrativo.
g) El Decreto Número 3005 del treinta de agosto de dos mil doce, declaró improcedente el planteo recursivo por inoficioso (fols. 93/95 del expte. adm. cit.) al entender que había sido resuelto oportunamente por la Administración Municipal (cfr. Decreto Número 7102 del siete de diciembre de dos mil once, fols. 75/76 del expte. adm. cit.), por lo que en aquella instancia había quedado agotada la vía administrativa.

10.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por la recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, las circunstancias particulares de la causa fundamentan la interpretación del recurrente acerca de cómo agotó la vía administrativa, y permiten excluir la calificación de la acción contencioso administrativa como extemporánea.

Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero -reiterada por esta Sala- la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., Auto Nro. 12/1982 "Sodicor...", Auto Nro. 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., Auto Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena ...", Auto Nro. 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", Auto Nro. 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", Auto Nro.  350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la "...posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme..." (FIORINI, B. A. ¿Qué es el Contencioso?, Buenos  Aires, 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182, aplicable al sub lite.
A la luz de estos conceptos y en función de las circunstancias objetivas de la causa, le asiste razón a la recurrente en cuanto alega que fue la propia Administración quien dio "curso de reclamo" al recurso de reconsideración interpuesto en contra el Decreto Número 3146 mediante el cual se lo designó por concurso en el Cargo 04-10, Técnico Nivel 10 de la planta permanente de la Municipalidad de Córdoba y quien, en esa línea, procedió a rechazarlo expresamente como una "solicitud" a través del dictado del Decreto Número 7102. Fue esa reconducción la que lo indujo a optar por el camino impugnatorio seguido, pues sólo cabía contra el último decreto -en orden a lograr la causación de estado- interponer recurso de reconsideración (fs. 5).

11.- El artículo 176 de la Constitución Provincial consagra el principio del informalismo o formalismo moderado y el artículo 9 de la Ley 6658 resulta concordante con dicho precepto constitucional cuando establece que "Se excusará la inobservancia por los administrados de exigencias formales no esenciales, que puedan ser cumplidas posteriormente".
Este principio implica que el cauce formal o formalidades inherentes al procedimiento respectivo, pueden atenuarse en beneficio de los administrados. Su fundamento, no es otro que el de considerar al administrado como un verdadero colaborador de la juridicidad y eficiencia administrativa (SESIN, Domingo Juan, "El Procedimiento Administrativo en Córdoba", en Procedimiento Administrativo, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Edit. Ciencias de la Administración, Buenos Aires 1998, pág. 477).
Como se expresa desde la doctrina, no es a la forma sino al rigorismo formal al cual se debe combatir (COMADIRA, Julio Rodolfo, La Licitación Pública, Depalma, págs. 24 y ss.).
Se subraya, consecuentemente, el papel de colaborador que corresponde atribuir al administrado en el procedimiento administrativo respecto de la gestión del bien común cuya finalidad compete a la Administración Pública (en el mismo sentido BELTRÁN GAMBIER, "El procedimiento administrativo: algunas cuestiones que suscita el principio del informalismo", J.A, 1992-III-673 y ss.).
El principio del informalismo también significa que las normas de procedimiento deben ser interpretadas en forma favorable a la admisión y decisión final de las pretensiones de los administrados, de modo que sus derechos e intereses no sean afectados por la exigencia de aspectos formales que puedan ser subsanados dentro del procedimiento, siempre que dicha excusa no afecte derechos de terceros o el interés público (vid BREWER-CARÍAS, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, Legis Editores S.A., Colombia 2003, pág. 54).
12.- En el sub lite, el análisis de admisibilidad se flexibiliza en tanto surge en forma clara que la terminología empleada por la Administración, pudo inducir al actor a actuar como lo hizo.

Cabe señalar que en la etapa procesal de la "habilitación de instancia", la hermenéutica de la ley adjetiva debe ser guiada por la directriz conforme a la cual, la ley debe ser aplicada razonablemente en favor de la habilitación de la instancia, interpretando restrictivamente las causas de inadmisibilidad, permitiendo subsanar algunos defectos procesales y armonizando las instituciones del proceso administrativo con el derecho de defensa en juicio de los administrados y del Estado (GRAU, Armando E. en Habilitación de la instancia contencioso administrativa, Editora Platense, La Plata 1971, pag. 135 y vta. y doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 4/1994 "Expreso Parmigiani…").

Frustrar toda posibilidad de acceder al control judicial, en el caso subexamine, significaría anteponer la letra al espíritu de la ley, lo ritual y formal a lo sustancial.

De allí que, la censura casatoria expuesta por el recurrente debe ser admitida para no vulnerar la exigencia del adecuado servicio de justicia que es presupuesto de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

La tutela administrativa y judicial supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia e incluso, ante las autoridades administrativas competentes y, obtener de ellos, sentencia o decisión definitiva relativa a los derechos de los particulares o litigantes (C.S.J.N., Fallos 310:276 y 937; 311:208, entre otros), pronunciada en un tiempo razonable, esto es útil a sus intereses. Pero, requiere por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso o procedimiento, conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y sentencias dictadas in re "Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER C dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986" -Fallos 327:4185-; "Losicer, Jorge Alberto y otros c/ BCRA - Resol. 169/05" -Fallos 335:1126-) y "Bonder Aaron (Emperador Compañía Financiera S.A.) y otros c/ B.C.R.A. s/ resol. 178/93" del 19/11/2013).
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Cantos v. República Argentina..." del veintiocho de noviembre de dos mil dos, al referirse a las garantías judiciales de los artículos 8.1 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica, ha dicho que "...Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención...".

Por lo demás es operativo en el caso el principio pro actione, explicitado enfáticamente  por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Informe 105/99, Caso 10.194, 29/09/1999) en el sentido de que el derecho a la tutela judicial efectiva "...impide que el acceso a la justicia se convierta en un desagradable juego de confusiones en detrimento de los particulares. Las garantías a la tutela judicial efectiva y al debido proceso imponen una interpretación más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que extremar las posibilidades de interpretación en el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción...". Se trata de brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible -más allá de las dificultades de índole formal- una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento, de allí que, en el sub lite, no cabe propiciar otra solución que no sea sino la de habilitar la instancia del control judicial.

13.- Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura y eximen de mayores consideraciones, por lo que en definitiva procede hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor, casar el decisorio dictado por la Cámara a quo mediante el cual se hizo lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada y, consecuentemente, sin necesidad de reenvío (art. 390, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.), declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso.
14.- En cuanto a las costas de ambas instancias resulta equitativo imponerlas por su orden atento a que las circunstancias particulares del trámite recursivo pudo llevar a las partes a dudar acerca del correcto agotamiento de la vía en Sede Administrativa (art. 130 del               C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

Así votamos.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

1.- Adhiero a los considerandos 1 a 9 del voto de la mayoría que se dan por reproducidos en razón de brevedad.

2.- El examen detenido de las constancias y su confrontación con los argumentos vertidos por la Sentenciante, me permite adelantar que, los agravios que se imputan al decisorio recurrido -Auto Número Ciento veintitrés del 31 de marzo de dos mil catorce (cfr. fs. 61/61vta.)-, a mi entender no resultan eficaces para provocar su revocación; en consecuencia, estimo que se impone el rechazo del recurso de casación planteado.

En efecto, el Tribunal a quo -por mayoría- calificó la acción contencioso administrativa como extemporánea, estimando que entre el veinte de enero de dos mil doce -fecha en que el actor tuvo conocimiento del Decreto Número 7102 mediante el cual la Administración rechazó el recurso de reconsideración planteado- (cfr. fol. 76 expte. adm.) y la interposición de la demanda el veintitrés de octubre de dos mil doce (cfr. fs. 5), había transcurrido el plazo de treinta días que establece el artículo 8 de la Ley 7182.

3.- Las circunstancias particulares de la causa, a mi entender, autorizan tal interpretación, la que claramente difiere de aquélla que realiza el recurrente acerca de cómo agotó la vía administrativa. 

En efecto, el Decreto Número 3145 de fecha veintiocho de junio de dos mil siete que aprobó el concurso y el orden de mérito resultante, fue consentido por el accionante. Luego, en contra del Decreto Número 3146 del veintiocho de junio de dos mil siete, que lo designó por concurso a partir del primero de julio de dos mil siete, en el cargo 04-10 Técnico Nivel 10, interpuso "recurso de reconsideración" con fecha treinta y uno de julio de 2007.

Mediante el Decreto Número 7102 del siete de diciembre de dos mil once, la Administración se pronunció sobre el recurso planteado y resolvió "no hacer lugar a la solicitud formulada", decisión frente a la cual el actor no acudió directamente a la instancia judicial. Por el contrario, planteó un nuevo recurso de reconsideración que a más de ser innecesario, resultaba improcedente, ya que en función de lo dispuesto por el artículo 82 de la Ley 6658, no procede reconsideración de reconsideración, pues ello importaría forzar a la Administración a volver a emitir una decisión sobre lo ya resuelto (cfr. in re: "Gregorio M. Riaño…", Sent. 8/1991).

La disposición que lo agravia devino en un acto firme y consentido, insusceptible de revisión judicial, por el vencimiento de los plazos perentorios para su correcta impugnación.

La recurrente sostiene que obró como lo hizo en el entendimiento de que su presentación no fue tratada como recurso de reconsideración sino como mera petición por la propia Administración, quien de esta manera lo indujo a pensar que el primer recurso había sido tomado como un mero reclamo administrativo.

No son de recibo las razones expuestas desde que ambas presentaciones se nominaron "Recurso de Reconsideración", a más de que el objeto de ambos escritos fue el mismo: la rectificación del Decreto Número 3146 y la petición postulando que se lo designe en la Categoría 04-12 Agrupamiento Técnico Nivel 12 por ser la que legalmente corresponde           (fs. 14 y el Punto I de fs. 18).

En este orden, estimo que no puede sostenerse que, porque la Administración al resolver el primer recurso de reconsideración mediante el Decreto Número 7102/2011 utilizó la expresión "…NO HACER LUGAR a la solicitud efectuada…" (enfasis agregado, cfr. fs. 17) y, al resolver el segundo escrito recursivo mediante el Decreto Número 3005/2012 empleó la expresión "…las presentaciones…" (cfr. fs. 24), haya utilizado palabras ambiguas que pudieron inducir a error, ya que claramente en los considerandos de ambos instrumentos se relaciona perfectamente el contenido de cada uno de los recursos.

Siendo así ello, no puede afirmarse que exista un exceso ritual manifiesto ni que sea de aplicación el principio del informalismo atenuado, sino antes bien, caminos equivocados cuya responsabilidad en la elección incumbe exclusivamente al interesado y no a la Administración.

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LOS SEÑORES VOCALES DOCTORES DOMINGO JUAN SESIN y SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJERON:

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor (fs. 63/66) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento veintitrés, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el treinta y uno de marzo de dos mil catorce (fs. 60/62) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento.
II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada (fs. 39/40vta.), y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Imponer las costas por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Cecilia Juárez y Roberto Olmedo -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..

Así votamos.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Atento el sentido minoritario de mi voto al juzgar la primera cuestión planteada, a la segunda cuestión me expido, en consecuencia, de igual forma.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, por mayoría,

RESUELVE:

I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor (fs. 63/66) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento veintitrés, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el día treinta y uno de marzo de dos mil catorce            (fs. 60/62) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento.

II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada (fs. 39/40vta.), y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Imponer las costas por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Cecilia Juárez y Roberto Olmedo -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-

Se deja constancia que el Señor Vocal Doctor Carlos Francisco García Allocco ha emitido opinión en estos autos, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse ausente en el día de la fecha, siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Oficina, diecinueve de abril de dos mil diecisiete.-
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